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Acta N° 

Decide la Sala la acción de tutela promovida por Víctor Manuel Tamayo Vargas contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados Arlides Aricapa, Gildardo Aristizabal, Jersaín Bermúdez, Jobanna Andrea Echeverry Sánchez, Orlando Cardona, Ovidio Aristizabal, Sonia Cristina Tamayo Vargas, Yuliana Delgado, Carlos Javier Valencia, César Tamayo, Edelio Calle Vanegas, Elizabeth Castrillón Calderón, José Dolores Cardona Cardona, Juan Pablo Tamayo, Luis Albeiro Cardona Ocampo, Manuel Tamayo, María Rubby Cardona, Marlen Sánchez Vélez, Natalia Tamayo, Orlando Cardona, Reinaldo Franco, Rosa Adiela Cardona Ocampo, William García, la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, el Ministerio de Salud y Protección Social, la Supreintendencia de Industria y Comercio, la Cámara de Pereira, las Secretarías de Hacienda de Dosquebradas y Pereira, el Banco Agrario de Colombia, el Banco BBVA, el Banco de Bogotá, el Banco de Occidente, Bancolombia, Banco Davivienda, Acueductos Cestillal-el Diamante E.S.P., Agroterra de Occidente S.A.S., Alkosto S.A., Casa Cafetera Ltda., Central Hidroeléctrica de Caldas CHEC S.A. E.S.P., Comcementos S.A.S., Duwest Colombia S.A.S, Innomaderaz Plus S.A.S, Serviciudad E.S.P., Tecnodiesel S.A.S.
ANTECEDENTES

Víctor Manuel Tamayo Vargas, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la que aduce la violación de su derecho fundamental al debido proceso. 




El extenso relato admite la siguiente síntesis:





El 18 de octubre del año 2017 el Juzgado accionado admitió la solicitud de validación judicial del acuerdo extrajudicial de reorganización de Luis Albeiro Cardona Ocampo, persona natural comerciante
. En dicho proveído se corrió traslado del acuerdo a todos los acreedores del deudor, incluidos aquellos que no hicieron parte de él.





Luego, con auto del 15 de agosto de 2018 el despacho procedió a correr traslado a las objeciones presentadas por Bancolombia, el Banco de Bogotá, la CHEC, la DIAN y el Municipio de Pariera; de ellas el deudor descorrió traslado, después de lo cual, el despacho fijó audiencia para resolverlas, aprobar el inventario, reconocer los créditos y asignar los derechos de voto para el día 3 de octubre de este año, la que en efecto se llevó a cabo y en la que solo fueron escuchadas las entidades financieras y públicas sin que se hubiere participado a los demás acreedores; lo cual, según manifiesta, se constituye en una violación al debido proceso. 




Luego, en extenso presentó un recuento de los momentos en los que el despacho se abstuvo de concederles la palabra al resto de los restantes acreedores.





Pidió la protección del derecho fundamental al debido proceso y en consecuencia (i) declarar que la decisión de estimar las objeciones del Banco de Bogotá y la CHEC constituyen vías de hecho y (ii) declarar la nulidad de todo o actuado. 




Se dispuso el trámite respectivo, con las citadas vinculaciones; así mismo se solicitó del juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para desatar esta acción; así lo hizo (f. 55). 
La vicepresidenta jurídica de la Cámara de Comercio de Pereira indicó que dicha cartera no es accionada en este amparo, además no ha vulnerado derecho fundamental alguno del actor (f. 51).
El representante legal de Duwest Colombia S.A.S, indicó que dicha sociedad no tiene ningún vínculo con el accionante, por tal motivo se abstuvo de emitir algún pronunciamiento (f. 68). 

El gerente regional para el Eje Cafetero del Banco Agrario estimó improcedente el amparo, no halló conculcado el derecho fundamental al debido proceso del actor y solicitó denegar la acción de tutela (f. 73). 

De la Secretaría de Hacienda y Finanzas Públicas del municipio de Dosquebradas, se aportaron copias de las facturas por concepto de impuesto predial del accionante sobre unos inmuebles que trajo a colación (f. 89).

Por conducto de apoderada judicial la DIAN, dio cuenta de la actividad desplegada por dicha cartera dentro del proceso de marras (f. 100).
El representante legal suplente del banco Davivienda S.A., solicitó despachar improcedente el amparo y su desvinculación (f. 121). 

La coordinadora del Grupo de Gestión Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, pidió no vincular al ente de control al presente trámite por no haber violentado derecho alguno del accionante (f. 130). 

La subdirectora de asuntos normativos encargada de las funciones de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social, adujo la improcedencia del amparo frente a dicha cartera en consideración a que no es la entidad encargada de dar trámite a las solicitudes del accionante (f. 134). 

Edelio Calle Vanegas, Marlén Sánchez Vélez, la representante legal de Innomaderaz Plus S.A.S, acreedores dentro del proceso de reorganización empresarial y Luis Albeiro Cardona Ocampo que comparece en calidad de deudor, coadyuvaron el amparo, con similares argumentos a los del accionante. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude a esta excepcional senda en procura de la protección al derecho al debido proceso, en esencia, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que el Juzgado no lo hizo partícipe de la audiencia en la que resolvió unas objeciones presentadas frente al acuerdo en el proceso de reorganización empresarial al que asiste como acreedor. 

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  

Ante ese derrotero, reluce evidente la improcedencia de este amparo; ello porque según el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”, y es que como se verá, al Juez que conoce del proceso nunca se le han puesto de frente las anomalías que por esta senda se invocan y que, según se informa, vician el trámite.
Al ver y escuchar atentamente la audiencia (CD, f. 32), encuentra la Sala, primero que todo, que el funcionario al instalar el acto y ante una solicitud de aclaración formulada por el deudor frente al auto que citó a esa diligencia dijo: 
“Antes de dar paso a la audiencia es necesario hacer referencia al auto que se profirió con ocasión de la solicitud que formulara el apoderado del promotor del presente trámite de validación; en ese auto se señala que lo allí indicado es sin perjuicio del trámite que corresponde impartir al recurso de reposición que frente al auto que citó a la presente audiencia se interpuso, y esa aclaración hace alusión a los artículos 24 y 27 del decreto 1730 del 2009 en el sentido que si bien la audiencia para la cual se convoca es la de aprobación del acuerdo extrajudicial de reorganización, lo cierto es que en tanto se formularon objeciones al proyecto de graduación de créditos y derechos de voto, pues esa misma disposición remite a la ley 1116, al artículo 30 más específicamente, de manera que antes de proceder a considerar la aprobación de tal acurdo es necesario decidir esas objeciones, en ese sentido la aclaración.

Y en consideración a que se formularon tales objeciones, y que hubo el traslado correspondiente, así como la réplica que consideró necesario hacer el promotor de la insolvencia, es del caso entonces abordar en primer lugar la resolución de las referidas objeciones.

Se deciden entonces a través de este pronunciamiento inicial las objeciones al proyecto de graduación de créditos y derechos de voto formuladas por la Central Hidroeléctrica de Caldas, Bancolombia, el Banco de Bogotá y el Municipio de Pereira; en atención a que hubo allanamiento parcial a esas objeciones voy a cederle el uso de la palabra a los objetantes para que manifiesten si en lo relativo a ese allanamiento encuentran satisfechas la aspiraciones de tales objeciones” (Se destaca).
La información suministrada por el Juzgado
, ciertamente coherente con la consignada en el libelo, revela que los acreedores que formularon objeciones contra el acuerdo de graduación de créditos fueron Bancolombia, el Banco de Bogotá, la CHEC, la DIAN y el Municipio de Pereira; también se puede ver que el único que descorrió traslado de aquellas, fue el promotor del proceso es decir, Luis Alberto Cardona Ocampo; de allí que, previa aclaración del Juez, transcrita en líneas precedentes, luzca más que racional que, en principio, conceda la palabra, exclusivamente, a los acreedores que formularon objeciones y a quien las haya contrariado.

La actividad desplegada por el accionante con este amparo, y su silencio durante la diligencia, más conduce a pensar que él aguardaba las resultas de la audiencia, las que de no ser favorables, serían atacadas por esta senda, esperando hacer valer el argumento de que no se le concedió la palabra, por contera violatorio al debido proceso, para derruirlas.  

Sin embargo, al margen de esa situación, y de cualquier otro análisis en el que deba adentrarse la Sala, lo palmario en este caso, es el inadecuado uso que se le da a la acción de tutela, la que pretende ser utilizada como un medio alternativo a las vías ordinarias que deben surtirse en el trámite natural del proceso.    

Así se afirma, porque es inexistente explicación o justificación del porqué, antes de acudir a este remedio, se omitió actuar en el proceso; al accionante nada le impedía alzar su voz en el juicio, y si es que acaso estimó impertinente o inadecuada tal intervención, sin haber sido autorizado por el juez, pudo hacerlo cuando culminó el acto, o durante los días siguientes, mediante algún memorial que le permitiera al despacho valorar las anomalías que, a su juicio, vienen ocurriendo en la liquidación o, de ser el caso, la desestimación de las objeciones de del Banco de Bogotá y la CHEC, o la nulidad que en esta acción de tutela formula como pretensiones. 




Y, sabido es que, solo a partir de que al funcionario se le presenten en debida forma las peticiones y denuncias y, como resultado el ello, se obtenga su pronunciamiento, es que podría empezar a analizarse si con el mismo lesionó algún derecho fundamental; así que, como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación se anticipe a dicho criterio. 

A todo se suma que que ni siquiera se insinuó la ocurrencia de un perjuicio irremediable, situación con la cual, podría pensarse en la extraordinaria intervención del juez de tutela para prevenir un daño irreparable. 
Adicionalmente el proceso está en curso y la jurisprudencia es enfática en insistir que este mecanismo no puede ser utilizado como instrumento alternativo de las vías judiciales ordinarias de las que tiene a disposición el accionante; al respecto, dijo la Corte Constitucional
, en uno de tantos pronunciamientos sobre el particular, que: 

4. Improcedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales cuando el proceso aún se encuentra en trámite

4.1. La Corte Constitucional ha señalado que el requisito de subsidiariedad cuando se atacan decisiones judiciales, se analiza de forma diferenciada en los siguientes escenarios: (i) cuando el proceso ha concluido; o (ii) se encuentra en curso
. En el segundo de ellos, en principio, la intervención del juez constitucional está vedada, toda vez que la acción de tutela no constituye un mecanismo alternativo o paralelo para resolver problemas jurídicos que deben ser resueltos al interior del trámite ordinario.

(…)

En tal sentido, la Corte ha sido enfática al considerar que la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo en la resolución de conflictos, por lo que no es dable la intromisión de la jurisdicción constitucional en la órbita propia de la justicia ordinaria sino cuando se presentan unas especialísimas circunstancias que hacen procedente el amparo
. Es así como esta Corporación ha precisado algunas razones que resaltan la importancia del estudio del requisito de subsidiariedad, a fin de determinar la procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales
, dentro de las que se destaca el respeto por el debido proceso propio de cada actuación judicial. En concreto se indicó:

“Las etapas, recursos y procedimientos que conforman un proceso, son el primer espacio de protección de los derechos fundamentales de los asociados, especialmente en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso. Es en este sentido que la sentencia C-543 de 1992 puntualiza que: ‘tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso, tal como lo acreditan sus remotos orígenes’. Por tanto, no es admisible que el afectado alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental cuando no ha solicitado el amparo de sus derechos dentro del proceso, pues, en principio, el ordenamiento jurídico le ha dotado de todas las herramientas necesarias para corregir durante su trámite las irregularidades procesales que puedan afectarle.”

Así mismo, en sentencia T-426 de 2014 este Tribunal precisó que los jueces de tutela tienen la obligación de no intervenir en el marco de procesos que se encuentran en trámite y sobre los cuales no existe decisión definitiva, ello debido a que la intromisión en un asunto que hasta ahora inicia puede llegar a  desconocer las garantías constitucionales de los administrados. En este sentido señaló: “Los administradores de justicia deben respeto a la Constitución y a las leyes, más aún en el ejercicio de sus competencias, ello implica que las decisiones judiciales han de ser adoptadas con estricto apego al ordenamiento jurídico, en el cual la primacía de los derechos fundamentales ocupa un lugar significativo. En ese sentido, el proceso ordinario constituye el espacio idóneo para lograr la corrección de las actuaciones que constituyan afectaciones a esas garantías”. (Se destaca)
En suma, son inexistentes circunstancias especiales que aconsejen la injerencia directa del juez constitucional en aquel asunto y sobran adicionales consideraciones, para declarar, como se hará, la improcedencia del amparo; finalmente se absolverá a los demás citados al trámite, ya que nada se advierte acerca de acciones y omisiones de su parte que hayan trasgredido los derechos invocados. 




DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrados por Víctor Manuel Tamayo Vargas contra Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira – Risaralda.




Se absuelve a los demás involucrados.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Sin más trámite archívese el expediente, una vez se produzca su regreso.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Proceso al que le correspondió el radicado 66001-31-03-002-2017-00340-00.


� Sentencia C-543-92


� En los archivos contenidos en el disco compacto se encuentra el acta de la audiencia celebrada el 3 de octubre. 


� Sentencia T-600/17


� Sentencia T-396 de 2014


� Sobre el particular pueden verse las sentencias T-475 de 2017, T-396 de 2014, T-083 de 2007, T-1103 y 076 de 2003, T-1316 de 2001, T-482 de 2001, T-977 de 2001, T-690 de 2001, T-256 de 2001, T-189 de 2001, T-163 de 2001, T-1116 de 2000, T-886 de 2000, T-612 de 2000, T-618 de 1999, T-325 de 1999, T-214 de 1999, T-718 de 1998, T-116 de 1998, T-009 de 1998, T-637 de 1997, T-456 de 1994 y T-426 de 1992, entre otras.


� Ver sentencias T-649 de 2011 Y T-211 de 2009.


� Sentencia T-396 de 2014.
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